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Secretario Técnico de la
Revista de la CEPAL.
La discusión sobre el papel del sector público y del privado en
la estrategia de desarrollo conduce naturalmente al análisis de
las orientaciones principales del sector público, tanto respecto
de su actuar propio como de la fijación de marcos normativos
para el desempeño de actividades determinadas. Estas orienta-
ciones se desagregan en políticas públicas, es decir, en cursos
de acción del sector público con relación a un objetivo más o
menos delimitado. El soporte institucional de la participación
directa e indirecta de dicho sector en la estrategia de desarrollo
es la administración, conformada por los distintos ministerios
y departamentos del gobierno. Desde otro punto de vista, las
políticas públicas se hacen efectivas mediante la gestión de los
recursos materiales e inmateriales del sector público en la di-
rección indicada por las políticas. Si se analiza la participación
del sector público en la estrategia de desarrollo desde el punto
de vista de sus resultados, la gestión es el eslabón principal
de la cadena. Es ella la que concreta los cursos de acción
elegidos y los resultados dependerán de su eficacia y eficien-
cia. Este artículo busca aportar algunas orientaciones para la
reforma de la gestión pública, relativas al diseño de las polí-
ticas, la necesidad de diversos cambios institucionales, el au-
mento de la eficiencia del gasto y la mejora de la gestión de
los recursos humanos, la generalización de instrumentos y
mecanismos de gestión, la atención y el servicio a los consu-
midores, la gestión de las empresas públicas y las modalidades
de privatización y regulación, y el perfeccionamiento del control
y la evaluación de las políticas.
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I
Reforma de la gestión pública
1. Razones que la hacen necesaria
Conviene sintetizar los motivos de la reforma de la
gestión pública. Uno, porque, dado que el sector pú-
blico tiene papeles de gran significación en una estra-
tegia de desarrollo con participación social, no consi-
derar el tema de la gestión puede tener efectos socia-
les muy negativos. Es posible que algunas políticas
no se realicen o se cumplan sólo parcialmente por
debilidades de gestión, y también que haya capacidad
ociosa e incluso redundante de gestión. Por otra par-
te, si la gestión es inadecuada, por su calidad o por su
orientación, el mero aumento de los recursos no ga-
rantiza resultados óptimos.
Dos, porque el actual sector público tiene limita-
ciones cuya superación podría potenciar el aporte del
sector al bien común. Dichas limitaciones se refieren
a diversos aspectos de la administración, las políticas
de personal y de remuneraciones; al diseño, gestión y
evaluación de las políticas públicas; a la atención y el
servicio a los consumidores del sector público, y a la
gestión de las empresas públicas. Las instituciones
públicas se enmarcan en una cultura organizacional
propia de un Estado tradicional, preocupada de los
procedimientos más que de los resultados. Tales limi-
taciones son con frecuencia compensadas parcialmente
por el espíritu de servicio público de muchos funcio-
narios.
Tres, porque los recursos humanos y financie-
ros, incluyendo entre los primeros los vinculados a la
capacidad de gobernar, siempre resultarán insuficien-
tes frente a la multiplicidad de las tareas y debe ase-
gurarse que su rendimiento sea el máximo posible.
Cualquiera sea el nivel de gasto público, su efecto
dependerá de la gestión.
2. Enfoques
Existen diversas visiones sobre la manera de concep-
tualizar la reforma de la gestión pública.
Por una parte están los macrorreformistas, quie-
nes orientan su análisis hacia un hito fuera de la his-
toria: el instante de la reforma del Estado, en el que
su organigrama es puesto al día y el estatuto adminis-
trativo corregido. Además de formalista, este esque-
ma resulta políticamente ingenuo: las cosas no fun-
cionan así en el gobierno.
Por otra parte están los modernizadores cuantita-
tivistas, quienes piensan que lo determinante es acre-
centar determinados insumos y recursos: más compu-
tadores, mejores sueldos, más carrera funcionaria. Con
este enfoque se corre el riesgo —inherente a toda
burocracia— de no llenar el tonel de las Danaides y
de alentar la autojustificación funcionaria. El aumen-
to de los recursos por sí solo no garantiza resultados
óptimos.
Otro enfoque gana terreno: el de la gestión de
las políticas públicas. Con este enfoque se reconoce
la evidente necesidad de racionalizar la estructura del
Estado y de mejorar la calidad de sus recursos huma-
nos e insumos materiales, pero se privilegia la consi-
deración del diseño, gestión y evaluación de conjun-
tos significativos de líneas de acción pública referi-
das a temas específicos. Es en torno a este flujo de
información y acción que los problemas de estructura
y de gestión del sector público deben ser ordenados y
resueltos.1
El concepto de administración pública corres-
ponde a una estructura, mientras que el de gestión
de políticas públicas, a un proceso y un resultado:
el primero es un concepto de stock y el segundo de
flujo; la administración es un concepto de equili-
brio y la gestión de políticas un concepto de diná-
mica.
Lo anterior no significa que las opciones de
políticas públicas no estén determinadas por consi-
deraciones de tipo administrativo. La rigidez del
aparato administrativo con frecuencia obstaculiza la
modificación de las políticas públicas preexistentes
o su reemplazo. Por otra parte, la administración
misma cumple un papel considerable en su aplica-
ción, especialmente cuando existe un margen am-
plio de discrecionalidad administrativa. De allí que
sean imprescindibles diversas reformas de la admi-
nistración pública. Pero dada la existencia de recur-
sos escasos y la necesidad de tener claro el objetivo
final de la reforma de la gestión pública, el concepto
t Véase Lahera (1980) y también Heclo (1972).
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de políticas públicas asume una gran importancia en
dicho proceso.
Una vez que se privilegia este enfoque, debe
aclararse que una manera inapropiada de considerar
el tema de la gestión pública es pensar que a cada
conjunto de políticas —o incluso a cada política—
corresponde un tipo de gestión especial. Lejos de ser
así, la gestión es un tema transversal, pertinente a
todas las esferas de la acción gubernativa pero que no
puede reducirse a alguna de ellas. Sin duda existen
especificidades sectoriales, pero incluso éstas deben
gestionarse conforme a principios generales, cuya
aplicación es variada.
La calidad de la gestión depende de la claridad
de sus objetivos, la calidad del liderazgo organizacio-
nal, el nivel de capacitación funcionaria, la transpa-
rencia, la flexibilidad, la descentralización, la espe-
cialización y la separación de las instancias deciso-
rias, ejecutoras y evaluadoras, entre otros criterios.
La homogeneidad de los principios de gestión es un
factor importante de la calidad de la gestión en su
conjunto.
3.	 Criterios
i) Realismo. La gestión pública se encuentra en tran-
sición entre un estado de equilibrio anterior y una
nueva configuración de objetivos e instrumentos, a la
que todavía no llega. Parece claro que esta gestión
será crecientemente descentralizada y reguladora, más
que centralizada y proveedora directa de bienes y ser-
vicios, y que este proceso resultará tanto en una nue-
va definición de los roles administrativos y burocráti-
cos como en una mayor diferenciación funcional de
los encargados de aplicar las nuevas orientaciones. El
sector público será más pequeño y especializado, con
una diversificación en su oferta y una creciente "pri-
vatización de la opción" y "financiamiento comparti-
do" en la demanda, frente a una multiplicidad de pro-
veedores.
La transición a la modernidad estatal exigirá
conocer el conjunto de factores diversos que carac-
teriza al actual sector público, más allá de todo vo-
luntarismo e ideología. Será preciso reconocer y
manejar eficientemente los diversos niveles de la
transición, sin perder la direccionalidad del proceso
(Lahera, 1992).
ii) Selectividad. La capacidad de gobernar es
un bien escaso, cuya utilización debe ser jerarquiza-
da. El sector público debe desarrollar un conjunto
seleccionado —y por lo tanto limitado— de políti-
cas públicas. La verdadera fuerza del Estado radica
en su eficacia y ésta se mide no por la cantidad de
sus intervenciones, sino por la calidad y coherencia
de ellas.
iii) Enfasis en los resultados. Existe en la gestión
pública una tendencia a un nuevo pragmatismo que
privilegia los resultados por sobre las acciones, los
productos por sobre los insumos, las consecuencias
de las políticas por sobre los instrumentos de ella
(Jacobs, 1992). De allí se desprende la importancia
de una oportuna evaluación.
iv) Reconocimiento de la heterogeneidad. La
modernización de la gestión pública debe estar basa-
da en el reconocimiento de que esa modernización
acentuará su heterogeneidad. El argumento principal
en contra del supuesto de la homogeneización en la
gestión pública proviene de la realidad. Los temas de
dicha gestión son extremadamente variados, así como
lo son el grado y el tipo de participación del sector
público en los diversos mercados.
v) Autonomía y descentralización con responsa-
bilidad. Ambas deben ser impulsadas en los más di-
versos sectores, y deben conllevar la idea de respon-
sabilidad por la gestión y de requisitos de desempe-
ño, claridad de objetivos e incentivos.
vi) Flexibilidad. Una característica esencial del
sector público reformado ha de ser su flexibilidad, tal
como corresponde a una organización que procesa
información: un sector público con entrada y salida
de iniciativas, estructuras y funciones; un Estado con-
certador que trabaje en conjunto con el sector privado
y las organizaciones sociales; un sector público cuyo
aparato fiscal sea también flexible, con un nivel de
gasto rígido relativamente pequeño; un Estado des-
centralizado para impedir la politización de los con-
flictos.
vii) Mayor transparencia. Para aumentar la
eficacia y la eficiencia de las políticas públicas
es conveniente acentuar la incorporación de me-
canismos transparentes en las actuaciones del sec-
tor público, o en aquellas actividades en que su
participación es importante, entre ellas los servi-
cios sociales.
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II
Recomendaciones de política
1. Mejorar el análisis y la toma de decisiones
sobre políticas públicas
Se requiere una visión estratégica de mediano plazo
que conjugue adecuadamente la dimensión política y
la dimensión técnica en las políticas públicas. Para
ello conviene institucionalizar una "hoja de ruta" para
la gestión del gobierno, que se evalúe y reactualice
periódicamente. La función de análisis prospectivo
debería convertirse en una rutina formal en la gestión
del Poder Ejecutivo.
a) Formalización
Es necesario mejorar el sistema de formalización de
políticas públicas y de elaboración de iniciativas le-
gales o administrativas. Se trata de un momento de
singular importancia, ya que diversos aspectos o par-
tes de múltiples políticas reciben entonces la atención
privilegiada de quienes hacen las políticas. La consi-
deración de las metas ministeriales de cada año ofre-
ce la oportunidad de examinar un conjunto extrema-
damente variado de políticas.
Para estos efectos es necesario consolidar la co-
ordinación intrasectorial e interministerial, creando o
potenciando la capacidad técnica y operativa de una
Secretaría Presidencial y de comités ministeriales por
sector. 2 Por otra parte, se necesita establecer una ase-
soría técnica independiente en el Poder Legislativo,
especialmente para apoyar los debates de las comi-
siones o comités parlamentarios. Es también condu-
cente a este fin la consolidación de un mercado exter-
no de capacidad de análisis de políticas, compuesto
por oferentes públicos y privados. Las instituciones
académicas formales y diversos tipos de organizacio-
nes no gubernamentales son importantes fuentes de
análisis alternativos de políticas (Paul, Steedman y
Sutton, 1989).
2 Como alternativa, habrá que seguir con atención la reciente
experiencia de Bolibia, donde se han creado tres superministerios:
el de desarrollo económico, el de desarrollo humano y social, y el
de desarrollo sostenible. A este tipo de ministerios se agregan
otros de carácter más tradicional, entre ellos Interior, Relaciones
Exteriores, Justicia, Trabajo, Defensa, Presidencia y Comunicación
Social.
b) De las metas ministeriales a las
metas interministeriales
Las metas ministeriales son el conjunto de tareas o
planes prioritarios que los ministerios y ciertos orga-
nismos autónomos se proponen desarrollar en el pe-
ríodo siguiente. Estas metas o tareas no se definen
sobre la sola base de cada ministerio en particular,
sino considerando áreas interministeriales, determi-
nadas con algún criterio programático.3
La aplicación de las metas interministeriales
puede contribuir a hacer más eficiente el proceso de
toma de decisiones, así como a identificar las necesi-
dades de coordinación y apoyo de los programas más
importantes. Ellas ayudan a hacer un seguimiento de
los niveles de cumplimiento y obtener una visión
de la labor que ejecuta el gobierno en un momento
determinado. También permiten conocer trabas o
cuellos de botella (incluidos conflictos) para su logro;
determinar iniciativas legales de carácter interminis-
terial; nombrar gerentes de proyectos y programas
por metas ministeriales o interministeriales, e identifi-
car metas emergentes y metas con posibles retrasos.
Además, facilitan la evaluación de las políticas públi-
cas mientras ellas se aplican y, más importante todavía,
una vez que el período de gestión ha concluido. Por
último, la relación entre la formulación y el diseño de
las metas interministeriales será un insumo importan-
te para la elaboración del proyecto de ley de presu-
puesto del período siguiente.
Para lograr todo esto las metas interministeriales
deberían definir objetivos precisos, de ser posible
cuantificados, y las responsabilidades específicas aso-
ciadas a cada una deberían estar bien perfiladas: el
tema de los gerentes de proyectos o programas debería
ser formalizado; y la indispensable codeterminación de
las metas y su respectivo financiamiento deberían ase-
gurarse a un nivel superior al de cada ministerio.
c) Mayor participación y consulta
El Estado debe favorecer iniciativas para incorporar
las demandas sociales en el diseño de proyectos de
3 En el caso de Chile, estas áreas son: la política, la económica, la
económico-social, la de infraestructura y la de desarrollo productibo
(Chile, Ministerio Secretaría General de la Presidencia, 1993).
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desarrollo social integrado y para acrecentar la articu-
lación entre las organizaciones reivindicativas de los
grupos menos incorporados a los beneficios de la mo-
dernización, la capacidad de los organismos estatales
que deciden sobre el manejo de recursos públicos
para procesar las demandas de esos grupos, y la vin-
culación entre el sistema político y los agentes y las
demandas del mundo popular. El trabajo coordinado
con las organizaciones no gubernamentales ayudaría
mucho en la formulación de políticas sociales para
unidades de pequeña escala, tanto por la vinculación
ya establecida por esas organizaciones con dichos
grupos, como porque en su trabajo sobre el terreno
los expertos de esas organizaciones han aprendido a
desarrollar estrategias de movilización de recursos
humanos, de participación y de motivación de la co-
munidad (CEPAL, 1992).
Se requiere un sistema de partidos de alto nivel
político y técnico, capaces de operar como instru-
mentos para agregar y equilibrar las demandas de
diversos agentes sociales. Su relación con el gobierno
podría ser objeto de algún grado de formalización
que precisara su influencia en el Poder Ejecutivo,
cuando ello no esté especificado en la Constitución.
Desde otro punto de vista, los usuarios deberían
ser consultados rutinariamente sobre la calidad de la
gestión pública y sus resultados. También habría que
sistematizar las consultas con el sector privado, para
lo cual se necesitan contrapartes eficientes en ambos
lados.4
2. Realizar diversos cambios institucionales
a) Papel de los ministerios
Los ministerios, en general, no deberían actuar como
órganos administrativos de ejecución, sino proponer
y evaluar políticas y planes, estudiar y proponer nor-
mas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el
cumplimiento de las normas dictadas, asignar recur-
sos y fiscalizar las actividades de los sectores respec-
tivos. 5 Debe fortalecerse sistemáticamente una razo-
4 En algunos países asiáticos con excelentes ritmos de crecimiento
existen comités consultivos de hombres de negocios, funcionarios
de gobierno, periodistas, representantes laborales y académicos.
Dichos consejos son un canal formal de comunicación para repre-
sentantes del sector privado y funcionarios del sector público a
trabés del cual pueden crear consenso respecto de iniciatibas de
políticas.
5 Una experiencia interesante al respecto es la de Suecia, donde la
gestión pública es muy descentralizada. Los ministros, apoyados
por un equipo reducido de colaboradores, desarrollan funciones de
definición de estrategias y de ebaluación de políticas. La gestión
nable autonomía y descentralización de ellos, preci-
sándose su competencia y responsabilidades.6
Con el fin de evitar conflictos de intereses, el
diseño institucional debe establecer la separación de
funciones: i) definición de políticas, planificación,
proposición de normas y evaluación de la ejecución
de programas; ii) ejecución de programas y obras, y
explotación y administración de obras y servicios; iii)
regulación, fiscalización y control de actividades em-
presariales; iv) evaluación de inversiones, y v) asig-
nación y control presupuestarios (Bitrán, 1993).
b) Mejor coordinación
El esquema tradicional de los ministerios resulta con
frecuencia insuficiente para encarar la complejidad
de la gestión pública. No se puede pretender que
funcionen bien y de manera creativa muchos minis-
terios de igual jerarquía: se requiere precisar las res-
ponsabilidades y mejorar la coordinación. La pro-
gresiva coordinación de los ministerios conforme a
objetivos más generales que los de cada uno de ellos
puede permitir que en la práctica se supere su ato-
mización. Se logrará así potenciar y jerarquizar la
gestión pública.
Un ejemplo interesante de coordinación es el
puesto en práctica en Chile. Este incluye los comités
interministeriales, que son el lugar preferente y habi-
tual para el análisis de temas que sobrepasan el ámbi-
to de un ministerio en particular para la información
recíproca entre ministerios que cumplen funciones si-
milares o relacionadas entre sí. Estos comités cuentan
con unidades técnicas de apoyo. También han funcio-
nado las comisiones nacionales, dedicadas a abordar
materias que rebasan la competencia de los ministe-
rios individuales, o a enfrentar, durante un período
determinado, problemas críticos que no pueden ser
asumidos por un solo ministerio. Por último, se han
constituido grupos de trabajo con duración predefini-
da integrados por subsecretarios y funcionarios de
alto nivel, con objetivos específicos, que suelen incluir
la selección de información relevante para la toma de
decisiones.
operacional es delegada a agencias cuyos directores tienen un mar-
gen de maniobra real. Ellos son nombrados por un período de
barios años y son juzgados por sus resultados (béase Stoffaes 1992).
6 La principal propuesta de reforma al Serbicio Cibil británico (de
1988), fue la creación de las agencias prestatarias de serbicios, que
tendrían una amplia libertad de gestión en la ejecución de las polí-
ticas públicas, una bez que los objetibos y los recursos presupuesta-
rios hubieran sido definidos por las respectivas instancias ministe-
riales (véase, HMSO, 1988).
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c) Descentralización y desconcentración
El proceso de descentralización, que se ha extendido
a casi todos los países de la región, presenta serios
problemas administrativos y financieros en la mayo-
ría de ellos.?
 Su éxito depende del traspaso efectivo
de la facultad de tomar decisiones al nivel local, así
como del financiamiento adecuado y de asegurar la
indispensable capacidad de gestión a nivel regional y
local.
La gestión regional y municipal debe reforzarse
decididamente, con participación pública y privada
-por ejemplo, en corporaciones o sociedades de desa-
rrollo- para conciliar el avance y consolidación de los
procesos respectivos con las exigencias de una políti-
ca económica y financiera nacional sana y coherente,
considerando debidamente las prioridades sectoriales
y los estándares de calidad en materia de evaluación
y gestión de proyectos y otras materias. Especial
atención debe merecer la descentralización presupues-
taria, de modo de evitar los desequilibrios financieros
locales. Para lograrlo, se debe entregar al municipio
los recursos que financian programas específicos de
alcance local; agilizar los procedimientos de cobro y
hacer más eficiente o externalizar la recaudación; otor-
gar mayor transparencia al Fondo Común Municipal y
licitar la cartera de deudores morosos municipales, en tre
otras medidas. La asignación automática de cierto por-
centaje del presupuesto nacional a las municipalidades
constituiría un paso hacia el fortalecimiento de su auto-
nomía financiera. Una alternativa de financiamiento
que evita algunos de los problemas señalados es la de
avanzar hacia la uniformidad de los impuestos en todo
el país y proceder a su división a base de una fórmula
preestablecida (Rivlin, 1991).
Desde un punto de vista político, es esencial que
los gobiernos locales tengan la capacidad institucio-
nal de asumir sus nuevas responsabilidades. Para ello
se requieren entes representativos, dotados de compe-
tencias y recursos suficientes. Por lo general, será
también conveniente establecer un consejo de desa-
rrollo regional, compuesto por representantes electos
de las agrupaciones de empresarios, trabajadores,
profesionales y pobladores. Los gobiernos regionales
o municipales también pueden constituir corporacio-
nes o fundaciones sin fines de lucro destinadas a la
promoción y difusión del arte y la cultura, o partici-
par en ellas.
7 A título de ejemplo béase Ribeiro, 1993. También Crowther,
1990.
El proceso de descentralización requiere que se
precisen con claridad las competencias de cada nivel
de la administración, no sólo a nivel sectorial, sino
también en sus funciones dentro de cada servicio:
regulación, planeación, ejecución, financiamiento,
control y evaluación. También conviene aclarar cuá-
les son las relaciones entre los diversos niveles, cuál
es el papel del nivel intermedio o regional y cuál es el
nivel sustitutivo en caso de deficiencias del nivel pri-
mordialmente responsable.
Los alcaldes deberían ser elegidos directamente
por los electores, para precisar así la responsabilidad
ejecutiva en el interior de los municipios. Las actas
del Concejo Comunal deberían ser públicas y las mu-
nicipalidades deberían desarrollar sistemas de infor-
mación, de atención al público y de audiencia siste-
mática con organizaciones y sectores.
En las principales macrorregiones sería conve-
niente estudiar el establecimiento de gobiernos
metropolitanos.
En los casos de regiones en crisis, se necesita un
consenso nacional en torno al tratamiento que debe
dárseles y las medidas que se deberían aplicar. Lo
mismo sucede en el cruce entre lo regional y lo secto-
rial, donde corresponde atender necesidades deriva-
das de actividades que presentan problemas y que son
determinantes de la economía regional.
La desconcentración, por último, debería incluir
la delegación de facultades a los entes territoriales y
funcionales, la delimitación de competencias y un
plan operativo de traspaso de éstas, la creación de
mecanismos de solución de conflictos y la relocaliza-
ción de actividades.
3. Aumentar la eficiencia del gasto público
a) Mejorar su asignación
Para una buena asignación del gasto público es requi-
sito previo el fortalecimiento del sistema de evalua-
ción de las inversiones públicas. Además, el método
de evaluación de proyectos debe ir aplicándose pro-
gresivamente al total de la asignación de recursos,
incluyendo áreas diferentes a las de inversión e infra-
estructura.
La Ley de Presupuestos debe ser el principal
instrumento de la política fiscal, para lo cual habi-
tualmente se la debe fortalecer desde el punto de vista
macroeconómico. Al respecto, conviene instituciona-
lizar la discusión respectiva en el Poder Legislativo:
puede ser de especial utilidad acompañar el proyecto
de ley con una proyección fiscal de mediano plazo,
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que ilustre las principales opciones y compromisos
que enfrentarán las finanzas públicas en los anos su-
cesivos. Es también conveniente establecer en forma
permanente que el monto de gasto corriente aprobado
en la Ley de Presupuesto tiene el carácter del límite
superior, y que sólo puede ser sobrepasado en caso de
ser expresamente aprobado así por ley (Marcel y Vial,
1993).
El ejercicio presupuestario anual debe moder-
nizarse. Al respecto puede establecerse un presu-
puesto con base cero para diversos sectores, y privi-
legiar el uso de presupuestos por programas y la
vinculación del gasto a metas programáticas. El punto
inicial de la discusión debería ser la fijación de un
monto preciso, para cuyo proceso de asignación se
clarifique que todo aumento requerirá un descenso
como contrapartida.
Un tema de la mayor importancia es el de la
articulación de las metas ministeriales y las cotas
presupuestarias. El ejercicio presupuestario anual
debe privilegiar el uso de partidas por programas,
buscando reducir la inercia presupuestaria por diver-
sas vías. El presupuesto debe considerar programas
con metas específicas que puedan ser evaluadas, y
apoyarse en un sistema de información que fluya en
forma coherente desde los niveles operativos a los
decisorios.
Los principios básicos del sistema presupuesta-
rio incluyen disciplina fiscal, mediante la cual se im-
ponen límites al gasto público y se regulan las fuen-
tes del financiamiento fiscal; una cobertura total, fa-
cilitada por una centralización normativa y de proce-
dimientos que incluya a todos los organismos públicos
relevantes, de manera de asegurar la gobernabilidad
fiscal y evitar la generación de déficit cuasifiscales
inesperados; flexibilidad para ajustar el ritmo de eje-
cución del presupuesto sin desvirtuar las orientaciones
presupuestarias legales; y centralidad de la autoridad
fiscal, la que debe ser responsable de la administración
de las finanzas públicas, por lo que los gastos deben
corresponder a niveles máximos, ajustables de acuer-
do a la realidad macroeconómica.
b) Mejorar la ejecución financiera
La eficiencia en el uso de los recursos públicos
depende de la evaluación de los proyectos, de la
calidad de la gestión y también de un continuo con-
trol de la gestión durante la ejecución presupuesta-
ria, de manera de visualizar oportunamente las des-
viaciones respecto de las metas y objetivos. Depen-
de asimismo de una oportuna y eficiente evalua-
ción ex post de los programas en marcha. Una Uni-
dad de Eficiencia debería hacer evaluaciones espo-
rádicas a fondo de la eficiencia del gasto en depen-
dencias determinadas.
La ejecución financiera de las políticas públicas
debe ser lo más transparente posible, de modo que
pueda ser evaluada oportunamente. Para ello deben
establecerse algunas reglas mínimas, simples y que
produzcan indicadores significativos. Debería incen-
tivasse la presentación de informes anuales de lo rea-
lizado por las diversas instituciones públicas.
4. Mejorar Ia gestión de los recursos humanos
Es necesario asentar el reconocimiento de la dignidad
de la función pública. La reforma debe hacerse con
los trabajadores del sector, y no al margen de ellos o
contra ellos.
a) Modernización significa heterogeneidad
De esto derivan diversas conclusiones referentes a la
institucionalidad y a las políticas de personal y de
remuneraciones del sector público. En vez de propo-
ner, o aceptar, una creciente e irreal igualdad de si-
tuaciones, habría que generalizar sistemas flexibles
que hagan posible las diferenciaciones necesarias.
Ellos incluyen, entre otros, el reclutamiento por opo-
sición; la evaluación que refleje mérito y que sea
requisito de promoción; el potenciamiento diferencia-
do de la capacitación funcionaria, contratada con ins-
tituciones acreditadas, y los bonos de productividad.
También puede considerarse la introducción de muy
limitadas asignaciones de responsabilidad.
Es conveniente flexibilizar el régimen estatuta-
rio de los funcionarios públicos, para jerarquizar al
sector público y facilitar la capacitación especializada
en los distintos tipos de organismos. La remuneración
de los reguladores no puede ser sustantivamente infe-
rior a la de los profesionales o ejecutivos de los sec-
tores regulados.
En el marco de la normativa general de la admi-
nistración pública podría tenderse a eliminar las fija-
ciones legales de plantas, y permitir que éstas sean
fijadas mediante decretos.
b) Jefes
Las más recientes teorías de organización destacan la
importancia de las características personales de los
jefes, y en especial de su capacidad de liderazgo en-
tendida en el sentido moderno del término: claridad
de conducción, capacidad de trabajo en equipo y de
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delegación de funciones y consideración de las situa-
ciones personales, entre otras condiciones. La mili-
tancia política de quienes ocupen los principales car-
gos en la administración pública debería perder im-
portancia frente a los aspectos mencionados.
c) Gestión de recursos humanos
Se debe considerar un sistema de reclutamiento por
oposición y un sistema de evaluación que refleje el
mérito y sea requisito de promoción. Es necesario
asegurar el reclutamiento de jóvenes destacados en
sus diversas disciplinas, sin que ello atente contra
la necesaria diversidad profesional en el interior del
sector público. Un factor importante es que éste
sea pluridisciplinario, lo que puede verse menguado
por un reclutamiento excesivamente focalizado en
algunas escuelas universitarias. También deben
considerarse mecanismos de promoción por mérito
(Boeninger, 1993).
d) Capacitación.
Podría combinarse el potenciamiento de la capacita-
ción funcionaria —contratada en instituciones acredi-
tadas— con bonos de productividad y una vía rápida
de ascenso, así como de despido, en casos califica-
dos. En un Estado en transformación es impensable
asegurar la formación continua de sus cuadros direc-
tivos y de gestión.
e) Remuneraciones
Con frecuencia el problema de los sueldos y salarios
del sector público es más de estructura que de in-
suficiencia. Es necesario corregir las distorsiones
que se presentan en su interior, así como la distancia
que a veces persiste con la remuneración en fun-
ciones comparables del sector privado; para ello
debe considerarse la introducción de vías transpa-
rentes de incentivos, muy limitadas asignaciones
de responsabilidad y la adición de recursos salaria-
les no imponibles a parte del personal destacado
en tareas claves.
El establecimiento de diferencias salariales por
desempeño en el sector público presenta diversos
problemas prácticos. Entre ellos, la dificultad de defi-
nir el buen desempeño y medir el producto marginal
de un agente individual, ya que el valor creado por
sus esfuerzos a menudo resulta inseparable del crea-
do por otros, o es atribuible a factores externos. Por
otra parte, las actividades de servicio resultan muchas
veces difíciles de cuantificar. Otro problema previsible
es el de la inflación de los resultados del desempeño.
A pesar de lo anterior, este esquema puede llevar a
una definición más precisa de las funciones indivi-
duales y fortalecer su vínculo con los objetivos más
generales (Maguire y Wood, 1992).
f) Relaciones laborales
Las comunicaciones internas son muy importantes y
su eficacia no está asegurada en organizaciones con
los atributos negativos de la verticalidad: ellas siguen
la ley de la gravedad y van siempre de lo alto hacia
abajo. La relación puramente jerárquica entre jefes
y funcionarios puede inhibir la innovación y el com-
promiso con la función de servicio de la administra-
ción pública, generalizar la pasividad y, por ende,
desincentivar la búsqueda de eficiencia. Es necesario
asegurar las comunicaciones laterales entre funciones
diferentes para evitar la creación de baronias. Una
forma de asegurar comunicaciones desde abajo es
una política de puertas abiertas, conforme a la cual a
toda comunicación escrita seguirá una investigación
hecha por un escalón independiente de la jerarquía
de quien realizó la comunicación (Maisonrouge,
1991).
La participación del personal de la administra-
ción pública en la determinación de sus condiciones
de empleo es un elemento esencial del funcionamien-
to de ésta, y aparece considerablemente más limitada
en el mundo en desarrollo que en los países desarro-
llados (Ozaki, 1988). En los primeros es frecuente la
mantención del principio del unilateralismo en la de-
terminación de las condiciones de empleo. No obs-
tante, cuando los sindicatos del servicio público son
fuertes, establecen métodos consensuales, a menudo
fuera y a veces al margen de la legislación. Pareciera
más conveniente enfrentar derechamente el problema
y darle solución mediante una normativa adecuada
(OIT, 1988). Una cuestión central es la del derecho a
huelga de los empleados públicos, el que debería ser
regulado con precisión. 8
 Un objetivo importante de los
mecanismos de participación debiera ser la concilia-
ción de confictos e intereses, de modo coherente y
pacífico, entre las agrupaciones de trabajadores y la
administración.
8 La OIT estima que la prohibición de la huelga debiera limitarse a
los serbicios cuya interrupción pueda poner en peligro la vida, la
seguridad o la salud de la totalidad o una parte de la población. Las
restricciones a la huelga deberían ser compensadas con procedi-
mientos adecuados, imparciales y expeditos, de conciliación y arbi-
traje, en cuyas dibersas fases han de poder interbenir los trabajado-
res. Las resoluciones deberían ser de cumplimiento obligatorio para
ambas partes y ejecutarse plena y prontamente. (OIT, 1983.)
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5. Generalizar diversos instrumentos y
mecanismos de gestión
a) Instrumentos de gestión
Es indispensable generalizar algunas herramientas
básicas de gestión, tales como la informatización, la
organización por centros de costos y el costeo por
programas, los indicadores cuantitativos y las medi-
das de rendimiento.
Para que el Estado tenga éxito en las tareas que
se le encomiendan debe disponer de una adecuada
informatización de procesos, interconexión vía redes
y acceso a bases de datos dispersas por el mundo con
información indispensable para el desarrollo (infor-
mación técnica, de mercados, climática, etc.). Las ac-
ciones en este sentido deben estar enmarcadas en una
definición y selección precisa de las fuentes, destina-
tarios e interlocutores, de manera de lograr un mejo-
ramiento de la gestión pública en términos maneja-
bles, aplicables y prioritarios. Los grandes proyectos
informáticos deberían contar con un adecuado diag-
nóstico de necesidades, seguido de la elaboración de
normas y de términos de referencia para cada licita-
ción.
Con cada jefe de servicio deberían definirse los
objetivos o metas a lograr, y debería hacerse una eva-
luación anual de la gestión de cada uno de ellos, que
se traduciría en reconocimientos, promociones o re-
mociones. Un instrumento útil al respecto es el con-
venio de desempeño. 9
 Conviene distinguir en éste en-
tre la misión de una unidad, sus orientaciones de ca-
rácter general, sus objetivos específicos, las metas
que deben ser logradas en un período predeterminado
y las acciones necesarias para lograrlas.
Una fórmula novedosa de organización intrami-
nisterial que permite mejorar la gestión es el estable-
cimiento de un director general técnico-financiero. Este
se encontraría por debajo del nivel superior del mi-
nisterio, en una posición similar a la de un gerente
general, con características operativas que le permitan
coordinar los diferentes proyectos y gestionarlos con
las demás autoridades e instituciones relacionadas,
tanto internas como externas.
En la mayor parte de los países existen los pues-
tos de confianza exclusiva del Presidente de la Repú-
blica. Sería conveniente terminar con la práctica de
pagar favores políticos con ellos, y liberar así una
fuente potencialmente importante de flexibilidad y
9 También llamado contrato-programa o contrato de gestión. Véase
al respecto Maristela de André, 1993.
renovación de la administración pública. Es más, di-
chos puestos podrían ser ocupados por funcionarios
designados con criterios de excelencia.
La externalización permite concentrarse en las
funciones centrales propias de la institución, conocer
los costos reales y, eventualmente, reducirlos. Ella
está todavía en sus inicios, y no están claros sus lími-
tes sustantivos. Al principio, la división del trabajo se
dio entre las diferentes etapas del proceso productivo
o administrativo, pero crecientemente tiende a darse
también dentro de cada etapa.
Las concesiones de servicio público se otorgan a
una empresa para el establecimiento, construcción y
explotación de las instalaciones que permitan proveer
el respectivo servicio. La concesión se otorga por un
plazo frecuentemente indefinido, y su titular tiene de-
recho de propiedad sobre ella. Las obligaciones del
concesionario abarcan las condiciones de otorgamiento
del suministro, la calidad del servicio y el cumpli-
miento de normas impuestas por el Estado. En caso
de incumplimiento de las obligaciones estipuladas en
la concesión, el Estado puede imponer multas o de-
clarar, en última instancia, la caducidad de la conce-
sión.
Se ha señalado que la autoridad licitadora no
debería insistir en el carácter competitivo de las lici-
taciones en aquellos casos en que parte de la oferta
del contratista potencial es una idea original, la que
puede no ser presentada. Una política complementa-
ria es la de reembolsar costos de presentación a las
licitaciones. También lo es la de respeto por la pro-
piedad intelectual de las propuestas. En todo caso, el
sector público tiene un extenso trabajo preparatorio
que cumplir para favorecer un flujo sostenido de pro-
yectos privados. Otras políticas que pueden contri-
buir al financiamiento privado de servicios públicos
son las de cofinanciamiento.
La normativa y obligaciones impuestas a las em-
presas deben ser claras y transparentes. Desde otro
punto de vista, es indispensable incluir la proyección
de una empresa-tipo eficiente, que sirva como patrón
de referencia, como parte de un conjunto de incentivos
reales para bajar los costos.
La competencia regulada está llamada a tener una
creciente importancia en la solución de las demandas
sociales de personas que no podrían acceder de modo
individual al respectivo bien o servicio, o sólo podrían
hacerlo en condiciones onerosas o inadecuadas. La
principal recomendación de política que se desprende
de este concepto es la de reunir a empleadores y de-
pendientes —u otros grupos— en grandes agrupacio-
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nes de demanda y recibir ofertas de diversos proveedo-
res, competitivas tanto en costos como en calidad.10
En lo que toca a la protección del medio ambiente
deberían hacerse más comunes los derechos de emi-
sión transables, cuyo total se redujera gradualmente.
b) Mecanismos de mayor transparencia
Estos mecanismos incluyen la contratación externa;
los cobros diferenciados a los usuarios, con subsidios
no endosables para el acceso a servicios o valores de
bienes ofrecidos de modo competitivo; la delimita-
ción de los derechos de propiedad pública, para evitar
la falta de responsabilidades precisas; mayor flexibi-
lidad a los gerentes para manejar los recursos de per-
sonal profesional; las licitaciones obligatorias; la se-
paración entre las agencias compradoras y las entida-
des proveedoras y entre los organismos formuladores
y las agencias ejecutoras; la recuperación de los costos
intragobierno; los fondos concursables, y la externali-
zación, entre otros. 11 Los sistemas de licitación po-
drían considerar el mecanismo utilizado en la Bolsa
Electrónica de Valores; este sistema requiere una ho-
mologación previa de los productos que se llamarán a
licitación más tarde.
Los incentivos deben ser proporcionados y efi-
cientes respecto de los fines específicos buscados,
evitando tanto los excesos como su otorgamiento por
períodos indefinidos o muy largos: deben ser precisos
y temporales. Por otra parte, los requisitos de desem-
peño deben ser pocos y precisos respecto de los fines
perseguidos.
La fiscalización de diversas regulaciones puede
ser transferida al sector privado, tanto en el sector
productor de bienes como en el de servicios.
6. Mejorar la atención y el servicio a los consu-
midores
a) El interés del consumidor
La calidad de los servicios públicos debe ser garanti-
zada a sus usuarios. En los casos en que ella esté
ausente, es necesario establecer alguna modalidad de
control y los objetivos precisos de calidad que han de
ser alcanzados de modo progresivo. 12 El Estado debe
10 Este concepto fue desarrollado por Alain Enthoben y Paul
Ellwood, consultores norteamericanos del Estado de Wyoming. Al
respecto véase Wall Street Journal, 2 de nobiembre de 1992.
11 Sobre este tema béase Dabies, 1992. También Lacasse y
McGlynn, 1992.
12 Respecto de la experiencia española sobre calidad en el sector
salud, béase Ruiz, 1993.
ser responsable por los daños que cause la gestión
pública, así como por la falta de servicio, sin perjui-
cio de la responsabilidad que pueda corresponderle a
los funcionarios. Para tales efectos podría establecer-
se un fondo concursable, al cual los servicios públicos
postulen con proyectos de mejoramiento. Las activi-
dades de las instituciones que defienden los intereses
del consumidor deberían extender sus tareas de in-
vestigación e información al sector público.
Las oficinas de información asisten al público
usuario en su derecho a presentar peticiones, sugeren-
cias o reclamos. Deben contribuir a facilitar la aten-
ción de quienes realicen gestiones en las entidades
públicas y atender sus reclamos y sugerencias. Al
respecto, existen condiciones mínimas para transmitir
información y orientación, como formularios, planos
o mapas, señales o símbolos, directorios, manuales y
servicio de correspondencia, entre otros. Para usuarios
masivos de servicios estandarizados es posible desa-
rrollar un programa computacional que, mediante un
sistema de multilínea telefónica, clasifique la expresión
de reclamos.
b) Simplificación burocrática
La simplificación normativa y burocrática debería ser
una tarea permanente de las respectivas dependencias
para cada tema. En todo caso, las normas y prácticas
deberían ser esquematizadas e informadas a los usua-
rios de los diversos servicios públicos, de modo que
su opacidad no constituya una barrera de acceso. La
estructura del trámite, así como la de la gestión, de-
berían seguir un curso de flujo de información.
Una manera de dar forma a mecanismos más
eficientes de gestión es realizar los cambios necesa-
rios en el interior del respectivo servicio, para que el
usuario se relacione con una ventanilla única de
atención.
7. Mejorar la gestión de las empresas públicas
Un conjunto de empresas que no son viables en el
largo plazo, o que cumplen adecuadamente funciones
de fomento, o que son políticamente necesarias para
el Estado, pueden permanecer bajo su propiedad y
administración eficiente. En este pequeño grupo de
empresas se debería aplicar de inmediato aquellas re-
formas que garanticen una mayor efectividad y efi-
ciencia.
En el caso de empresas que operan en mercados
imperfectos o cumplen funciones sociales, se debería
trabajar en el diseño e instauración de un marco regu-
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latorio y subsidiario, como condición previa al análi-
sis sobre la conveniencia de su privatización.
Los criterios de manejo flexible, descentraliza-
ción operativa y autonomía relativa, combinados en
dosis prudentes con la planificación y los controles,
junto con más y mejor inversión, constituyen el marco
estratégico para las empresas públicas. Su objetivo es
maximizar las utilidades que entregan al desarrollo
nacional, en términos sostenibles. En definitiva, exis-
te un equilibrio difícil de lograr, pero muy necesario,
entre la autonomía y la responsabilidad de las empre-
sas públicas. La segunda puede ser facilitada por bue-
nos sistemas de información, por la existencia de ob-
jetivos que se traduzcan en indicadores cuantitativos
y por la actividad de un organismo que vigile y eva-
lúe su desempeño (Shirley, 1989).
Las actividades productivas públicas requieren
empresas autónomas que cuenten con mecanismos
eficientes de determinación de precios y que incluyan
la maximización de utilidades entre sus principales
objetivos. Esto lleva implícito el abandono o la deli-
mitación de objetivos extraeconómicos o redistributi-
vos en la operación de tales empresas. Ellas podrían,
de ser viable, competir tanto entre ellas como con el
sector privado. En el aspecto financiero podría bus-
carse una mayor autonomía y transparencia, avanzan-
do en la eliminación de los subsidios o, cuando ellos
sean necesarios, revisándolos desde el punto de vista
cuantitativo y temporal.
Es conveniente modificar el estatuto de las em-
presas públicas, las que deben tender a funcionar como
sociedades anónimas, administradas por un directorio
de alto nivel y cuya permanencia esté condicionada al
cumplimiento de metas. Debieran ser entidades autó-
nomas, independientes del gobierno de turno, y por
lo menos con las mismas exigencias en términos de
información que se aplican a las sociedades anónimas
abiertas. Debieran poder desempeñarse como las de-
más empresas en aspectos determinantes. No pueden
renunciar al desarrollo de nuevos negocios en aso-
ciación con privados. A este objetivo se ayuda si se
termina con su dependencia de más de algún ministe-
rio o repartición.
Las empresas públicas deben actuar en forma
autónoma y su dueño ejercer sus derechos a través
del directorio. Este último debe ser nombrado de
acuerdo a criterios técnicos, por plazos adecuados a
las necesidades de la empresa, con responsabilidades
de gestión y patrimoniales claras y estrictas, y con
total prescindencia de criterios políticos. Los directi-
vos deben ser evaluados. Los niveles ejecutivos de
las empresas públicas deben responder por los resul-
tados y las metas ante el Estado.
Se debe establecer una política de inversiones
para algunos años, adecuada a la planificación estra-
tégica de cada empresa, e independizar este proceso
de la discusión presupuestaria anual. Desde ya debie-
ra ser política de las empresas públicas financiar su
desarrollo utilizando la riqueza del mercado financie-
ro nacional e internacional, incorporando activa y
mayoritariamente el sector privado al financiamiento
del crecimiento de ellas, estableciendo sociedades
mixtas con capital nacional y extranjero y otras for-
mas de asociación (Méndez, 1993). Lo anterior exige
el compromiso de las empresas de generar una cartera
de proyectos que les permita aprovechar las oportuni-
dades. Por otra parte, el Estado debe asegurar a la
empresa acceso a financiamiento directo o indirecto
para ejecutar las inversiones que cumplen con los
requisitos inherentes a cualquier proyecto viable: ren-
tabilidad superior al costo de oportunidad del capital,
coherencia con la estrategia corporativa y mantención
de una competitividad estratégica.
En materia de responsabilidades, los convenios
de desempeño son un instrumento importante de cla-
rificación de objetivos determinados y cuantificables,
a cuyo cumplimiento la empresa pública se compro-
mete en un período estipulado. En ellos la empresa se
compromete a determinados objetivos en materias de
resultados económicos, producción física, productivi-
dad, calidad de servicio y otros, a cambio de que el
gobierno se comprometa a facilitarle la financiación
necesaria y le ofrezca una compensación por obligar-
la a emprender actividades no comerciales en benefi-
cio del interés público. El criterio de adicionalidad de
la inversión privada debe ser aplicado sistemática-
mente.
Tales medidas facilitan la separación de los ro-
les de dueño y administrador, y permiten simplificar
los controles y procesos externos a la empresa y re-
orientarlos al análisis de resultados. Además, ayudan
a debilitar el poder de los grupos de interés que pre-
sionan a las empresas para que asuman roles contra-
puestos a los convenidos explícitamente con el dueño.
8. Hacer bien las privatizaciones necesarias
Hay empresas que no plantean problemas de regula-
ción de mercado, de rentabilidad privada de largo
plazo u otros que justifiquen la propiedad estatal. En
dichos casos se debería proceder a su privatización,
utilizando procedimientos que garanticen que su ven-
NUEVAS ORIENTACIONES PARA LA GESTION PUBLICA • EUGENIO LAHERA
44 REVISTA DE LA CEPAL 52 • ABRIL 1994
ta sea transparente y no lesione el interés público ni
el de los trabajadores; la situación resultante debe ser
de mayor y no de menor competencia.
El ritmo del proceso de privatización debe ser re-
suelto en cada caso de modo que los beneficios sean
mayores que los costos. Para la salida de empresas o
actividades del sector público debe combinarse un crite-
rio realista, que no implique pérdidas o transferencias
opacas de activos, con la firmeza de un sendero claro.
Para hacer bien las privatizaciones necesarias,
habría que considerar un conjunto de principios gene-
rales (Devlin, 1993). Conviene atender a diversas
condiciones de transparencia: acceso a la informa-
ción, subsidios claros, destino de los ingresos prove-
nientes de las enajenaciones, evaluación posterior,
normas de divulgación, reglas de incompatibilidades
y velocidad prudente.
Para maximizar los precios puede ser necesario
recurrir a diversas estimaciones de valor; reestructu-
raciones previas a la enajenación; licitaciones públicas
para contratar bancos agentes; venta al mejor postor,
minimizando criterios distintos al de la eficiencia;
venta de acciones en paquetes pequeños; exigencia
de pago en efectivo, y retención de una acción espe-
cial por el sector público.
Desde otro punto de vista, se puede considerar
la asignación especial de los ingresos de las privatiza-
ciones a fondos sociales. Por lo demás, se requiere
apoyo integral a los empleados redundantes de las
empresas públicas.
También es importante una regulación efectiva
que abarque sistemas reguladores previos; normas
impersonales y directas, claramente definidas y técni-
camente coherentes, que consideren la eficiencia di-
námica, el carácter autónomo de los órganos regula-
dores y el financiamiento adecuado de su personal; y
un marco legal para resolver disputas, incluyendo
sanciones y la revisión del marco regulatorio a lo
largo de un período determinado.
9. Establecer una regulación que favorezca la
competencia
A diferencia de lo que ocurre en la mayoría de los
países desarrollados, en la región el Estado enfrenta
serias limitaciones para cumplir un rol preventivo en
la protección de la libre competencia. La modifica-
ción de las estructuras del mercado con el fin de ase-
gurar o promover la libre competencia, así como la
limitación de adquisiciones de empresas o de proce-
sos de integración vertical u horizontal con el mismo
fin, suelen no gozar de la legitimidad necesaria para
desarrollar una economía de mercado eficiente.
Mediante la regulación en general se busca nor-
mar diversas imperfecciones del mercado o suplir la
inexistencia de éste; de allí que con ella deba buscarse
la creación de condiciones lo más semejantes posibles
a las de mercado para la operación de las empresas
respectivas, la protección e información de los consu-
midores, y la reglamentación de las tarifas y de la
calidad del servicio (Jacobs, 1992). La regulación debe
entregar señales e incentivos correctos que promuevan
la eficiencia en la asignación de recursos. 13
 Como no es
un sustituto perfecto de una correcta estructura de la
industria, donde haya lugar para la competencia ésta es
preferible a la regulación. En todo caso, ésta debe
orientarse a la promoción de la competencia.
Una adecuada regulación restringe al mínimo o
elimina los elementos discrecionales, particularmente
en cuanto a la fijación de precios; en cambio, estable-
ce mecanismos automáticos que aumentan la flexibi-
lidad y la eficiencia de las normas. El papel indelega-
ble del sector público es el de supervigilar la opera-
ción del sistema regulatorio. Dicha supervigilancia
debe hacerse con criterios similares para los diversos
sectores regulados: sin discriminaciones, si bien reco-
nociendo las diferencias relevantes. Parece también
conveniente que los diversos procesos regulatorios
sean simplificados u homologados, hasta donde lo
permita lo específico del tema. Es útil unificar, en
una comisión reguladora de servicios de utilidad pú-
blica, a los entes responsables de la regulación secto-
rial. Si bien existen diferencias técnicas según el sec-
tor de que se trate, es indudable que también existen
numerosos factores comunes referidos al proceso, ob-
jetivos y evaluación de la regulación.
La capacidad reguladora del Estado supone la
existencia de un marco normativo adecuado, equipos
técnicos de alto nivel y una institucionalidad que ga-
rantice la efectividad del regulador. Las actividades
de regulación deben operar con reglas claras y prees-
tablecidas, y en los temas más importantes sus reso-
luciones deben poder ser apeladas, por ejemplo, ante
la autoridad antimonopolios.
Para conseguir el propósito principal de la des-
regulación, que es el de facilitar la competencia, es
conveniente que ella, al igual que la privatización,
vaya precedida de la reestructuración del respectivo
sector o empresa. Debe procederse a la regulación
13 Sobre este tema béase Sappington y Stiglitz, 1987; también
Hay, 1993.
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cuando se estime que las distorsiones que se
producirían con ella serían menores que las inducidas por el
mercado operando libremente. Las actividades com-
petitivas deberían ser separadas de aquellas que re-
tengan características monopólicas. De ese modo se
evitarán los subsidios cruzados y la protección de la
ineficiencia. El sistema de tarifas que se adopte debe
entregar señales correctas de precios a los consumi-
dores y, simultáneamente, debe incentivar la eficiencia
y el financiamiento de las empresas.
Con posterioridad a la desregulación, las unio-
nes de empresas deben analizarse con particular aten-
ción, ya que con ellas podría disolverse la situación
competitiva que se intentó crear. También pueden dar
origen a acuerdos con objetivos anticompetitivos, los
que habría que impedir. Por otra parte, la desregulación
inducirá a uniones que fomenten la eficiencia en la
asignación de recursos: es importante distinguir entre
uno y otro movimiento (OCDE, 1992).
10. Perfeccionar el control y la evaluación de las
políticas
Mejorar la capacidad de evaluación es un componen-
te crítico de una reforma para mejorar la eficiencia
operacional. Por otra parte, sin una evaluación preci-
sa es imposible otorgar incentivos o delegar autono-
mía. La evaluación no puede sustituir a un debate
público informado, si bien puede aportar a éste. Tam-
poco puede sustituir las decisiones políticas o admi-
nistrativas que deban tomarse, pero sí ubicarlas en un
plano de discusión más racional.
a) Evaluación ex post
Debe introducirse de modo sistemático la evaluación
ex post, 14 tanto de los aspectos sustantivos como ins-
trumentales de las políticas públicas (Booth, 1989).
El juicio sobre la eficacia corresponde a los resulta-
dos; aquel sobre la eficiencia evalúa la aplicación de
los medios de acción del Estado. La evaluación ex
post permite realizar un diagnóstico certero de esa
eficiencia, facilita su perfeccionamiento marginal, a
partir de la detección de deficiencias y la sugerencia
de otras soluciones, y permite generar información
sobre sus resultados y sobre la manera más eficiente
de alcanzar sus objetivos.15
14 Véase Lahera, 1980.
15 Una experiencia interesante en este sentido es la ebaluación
racional de las políticas públicas que hace la General Accounting
Office de los Estados Unidos.
La evaluación tiene por lo menos dos dimensio-
nes. La primera corresponde a la evaluación en pro-
fundidad, que incluye el análisis de los objetivos de
las políticas y de las soluciones optativas. La segunda
corresponde a la evaluación de la gestión, con finali-
dades más restringidas.
Para que las políticas públicas puedan ser eva-
luadas más fácilmente, conviene hacer una formula-
ción sistemática de ellas, procurar que los estudios
previos a las decisiones y los resultados de las eva-
luaciones ex post se complementen, e incluir como
opción del proceso evaluador la extinción de la políti-
ca respectiva (Francia, Commissariat Général du Plan,
1986).
Para facilitar la evaluación es necesario definir
con claridad cada vez mayor los resultados que se
esperan y posibilitar la generación de indicadores que
ayuden a ella. 16
 Dada la diversidad de sus objetivos
y la ausencia de criterios incontestables de aprecia-
ción de la gestión pública, es necesario avanzar en la
especificación de indicadores cuantitativos y cualita-
tivos. Dichos indicadores deben incluir los de econo-
mía (costo de insumos), eficiencia (relación entre
producto e ingresos), efectividad (hasta dónde el pro-
ducto contribuye al logro de los objetivos), calidad de
los servicios (satisfacción de los usuarios) y produc-
ción.17 18
El sector público debe entregar información ac-
tualizada y pertinente sobre la gestión del sector fis-
cal y lo mismo deben hacer las empresas públicas. La
contabilidad de los agentes públicos debería ser opor-
tuna y auditada externamente.
Es necesario definir una rutina del proceso de
evaluación, la que debe incluir sus modalidades, el
16 A fines de 1985, se decidió en el Reino Unido que todas las
propuestas presentadas al Gabinete o a los comités ministeriales,
deberían ser acompañadas de antecedentes precisos sobre sus obje-
tivos, las demoras, el costo de su realización y sus modalidades de
ebaluación.
17 Al respecto béase Tironi y otros, 1992. Los indicadores numéricos
pueden incluir los siguientes: costos de operación o producción,
porcentaje de errores o rechazos, participación en el mercado, re-
ducción del tiempo de procesamiento, porcentaje de las reclama-
ciones sobre el número de atenciones, rotación de los empleados y
ausentismo de los funcionarios. Sin duda, existen otros indicadores
posibles relacionados con la satisfacción del usuario, a partir de
encuestas (Tironi, 1993).
18 La reciente ley de desempeño y resultados del gobierno, en los
Estados Unidos, determina que los jefes de organismos federales
deben presentar planes estratégicos de cinco años sobre metas de
desempeño en sus programas de actividades. Anualmente se deberá
informar al Ejecutivo y al Congreso sobre el desempeño, estable-
ciendo indicadores para tal efecto, precisando el nibel de desarrollo
del programa y realizando una comparación con las metas del plan
para el año fiscal (El Diario, 1993).
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carácter público de sus conclusiones y el tipo de op-
ciones que pueden plantearse. 19 La evaluación debe
dar libertad a sus autores para redefinir las preguntas
de modo de transformarlas en hipótesis susceptibles
de ser puestas a prueba. El equipo evaluador debe dar
garantías de independencia y competencia, y ser plu-
ridisciplinario.
Las empresas públicas deberían ser evaluadas
empezando por la consideración de sus utilidades y
realizando diversos ajustes, como el reconocimiento
de que algunos costos internos (privados) son benefi-
cios públicos (por ejemplo, los impuestos). Es nece-
sario también utilizar precios sombra, ya que las va-
loraciones públicas y privadas son divergentes. Por
otra parte, es necesario privilegiar el análisis de las
tendencias por sobre el de los niveles y distinguir
entre cambios en la cantidad y en el precio (Jones,
1991).
La lógica presupuestaria de la demanda de eva-
luación debería ser explícita, y los ministerios de fi-
nanzas deberían tomar la iniciativa u orientar la de-
manda de evaluación de los demás ministerios (Pe-
rret, 1993). La experiencia señala que no se puede
evaluar sin involucrar la gestión financiera, sin la for-
mación de cuadros superiores y sin la organización
adecuada. En cada ministerio debe haber una estructura
ligera que opere como memoria de la institución y
que pueda ayudar a definir los objetivos operacionales
(Rouban, 1993).
b) Evaluación simultánea
Podría crearse una unidad de eficiencia pública, com-
puesta por un número reducido de profesionales con
dedicación exclusiva y vinculada a la Presidencia. Su
objetivo principal sería el de investigar la eficacia de
sectores del gobierno, e identificar las medidas nece-
sarias para mejorar la gestión y obtener un mayor
rendimiento de los fondos públicos.
c) Control
Para agilizar la aplicación de las políticas, el control
de la legalidad de los actos públicos (Contraloría)
debe ser posterior y no anterior (trámite de toma de
razón). Para ello es preciso elevar la capacidad fisca-
lizadora interna, o contratar capacidad externa; en
todo caso, debe superarse la actitud de esperar que las
desprolijidades sean arregladas en el camino por un
ente externo al que se puede culpar de la demora. La
responsabilidad pasa así al administrador mismo, quien
deberá responder por sus acciones ante las autorida-
des competentes.
El control de la juridicidad de la gestión admi-
nistrativa se vería facilitado con la instauración de
una jurisdicción contencioso-administrativa ágil y es-
pecializada, ante la cual puedan concurrir quienes se
sientan injustamente afectados por decisiones admi-
nistrativas.
d) Mejor fiscalización
Los diversos servicios fiscalizadores deben contar con
la necesaria flexibilidad y los medios para aumentar
su eficacia frente a la creciente complejidad de la
licitación de obras de inversión o de la adjudicación y
el seguimiento de proyectos de desarrollo social.
En algunos países el Poder Legislativo tiene un
papel fiscalizador. Este debe ser real y eficaz, sin
constituir una carga excesiva que entorpezca la gestión
pública.
La inspección de los servicios públicos debe ser
independiente de los servicios inspeccionados.
19 En el caso de Francia, las políticas que han de ser ebaluadas son
seleccionadas por un comité de ministros. El proyecto resultante se
somete al consejo científico de ebaluación, el que opina sobre la
factibilidad del proyecto. El mismo consejo opina también sobre la
calidad del trabajo. Finalmente, el mismo comité de ministros toma
las decisiones que le parezcan pertinentes una bez concluida la
evaluación (Trosa, 1993).
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